Radicación No: 66001-31-05-004-2012-00039-02
María Consuelo Largo Largo vs Ivan Osorio.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA TERCERA DE DECISIÓN LABORAL

Providencia: 

     Auto de Segunda Instancia, jueves 14 de septiembre de 2017
Radicación No: 
                     66001-31-05-004-2012-00039-02
Proceso: 

    
    Ejecutivo Laboral (a continuación proceso ordinario).

Demandante:

    María Consuelo Largo Largo
Demandado:

    Iván Osorio.
Juzgado de origen:
 
    Cuarto Laboral del Circuito de Pereira 
Magistrado Ponente:
    Francisco Javier Tamayo Tabares
Tema a Tratar:          
Costas del proceso de ejecución. Criterios para su fijación. Tal monto, de conformidad con el artículo 3º del aludido Acuerdo, en concordancia con el ordinal 4º del canon 366 del CGP, se establece atendiendo la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada, lo que implica el análisis de la dificultad del proceso, el debate jurídico que debió surtirse en el mismo, la práctica de pruebas, el beneficio obtenido por la parte, entre otros aspectos que permitan que el Juez valore tales agencias.
OBJETO:

Se dispone la Sala Tercera de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial a desatar el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial de la parte ejecutante, contra el auto proferido el 16 de febrero de 2017, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ejecutivo a continuación de ordinario laboral promovido por María Consuelo Largo Largo a Iván Osorio.
Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO:

Por medio de auto del 15 de diciembre de 2016 se aprobó la liquidación del crédito presentada por la parte ejecutante, en cuantía de $74.728.727. Igualmente se fijaron como agencias en derecho, la suma de $100.000, amparada la Jueza a-quo en el Acuerdo 1887 de 2003. Tal liquidación fue aprobada y modificada mediante providencia del 16 de febrero hogaño, fijando las costas de la ejecución en $236.500. Tal decisión fue apelada por el demandante, quien indica que no está de acuerdo con el valor fijado, para lo cual hace un recuento de las actuaciones surtidas en la ejecución, indicando que fue en virtud de tales gestiones que se logró el pago de una suma considerable para la actora. Estima que las agencias en derecho fijadas no se compadecen con lo fijado en el numeral 2.3 del Acuerdo 1887 de 2003 que establece que las mismas pueden ir hasta el 15%. Por lo tanto pide que se modifique la condena impuesta y se establezcan las agencias en derecho correspondan al 10%.

CONSIDERACIONES:

Las agencias en derecho, según las voces del canon 361 del CGP, deben incluirse en la liquidación de las costas procesales. Para su fijación, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura indica en su Acuerdo 1887 de 2003 las tarifas que deben aplicarse, señalando en el artículo 3º que: “El funcionario judicial, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los máximos previstos en este Acuerdo, tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, autorizada por la ley, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y razonables.”
El acuerdo referido, además, establece en el caso de los procesos ejecutivos laborales, unos porcentajes o topes máximos en cada una de las instancias. En primera instancia establece que las agencias en derecho se pueden fijar hasta en un 15% del valor del pago ordenado, el cual por la naturaleza misma del proceso, se debe fijar con apoyo en el crédito liquidado.

Tal monto, de conformidad con el artículo 3º del aludido Acuerdo, en concordancia con el ordinal 4º del canon 366 del CGP, se establece atendiendo la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada, lo que implica el análisis de la dificultad del proceso, el debate jurídico que debió surtirse en el mismo, la práctica de pruebas, el beneficio obtenido por la parte, entre otros aspectos que permitan que el Juez valore tales agencias.

Pues bien, en el caso puntual, atendiendo el mismo recorrido procesal que esboza el recurrente en su alzada, se tiene que la ejecución pedida no fue contradicha por la parte ejecutada, razón por la cual se tiene que el trámite mismo del proceso fue sencillo, pues la actividad jurídica del litigante se limitó únicamente a la presentación del memorial de ejecución y la solicitud de medidas cautelares y la posterior presentación de la liquidación del crédito. Lo anterior, permite colegir que el asunto no exigió un debate jurídico por parte del procurador judicial, siendo de una baja dificultad. Lo que sí debe destacarse es el beneficio que se obtuvo para la señora Largo Largo, la cual recibió en enero de este año una suma considerable -$74.728.727-, correspondiente al retroactivo pensional, suma que posteriormente se adicionó en auto del 08 de marzo de 2017, con la suma de $3.130.123,60. Por lo anterior, estima esta Sala que debe aumentarse el monto de las agencias en derecho fijadas, porque en verdad las mismas no se compadecen con el beneficio recibido por la demandante. Por lo tanto, estima esta Sala que debe fijarse como agencias en derecho la suma de $5.450.120, correspondientes al 7% de la liquidación del crédito, suma que se estima adecuada y pondera debidamente la labor del litigante y el beneficio de la demandante. Así las cosas, atendiendo que a dicho valor se deben adicionar los gastos del proceso de ejecución, que alcanzan la suma de $136.500, las costas alcanzan en total la suma de $5.586.620.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

1. Modifica el proveído proferido el dieciséis (16) de febrero de dos mil diecisiete (2017) por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, en el sentido de que el valor de las agencias en derecho corresponden a la suma de $5.450.120. En total, las costas de la ejecución, incluyendo agencias en derecho y gastos del proceso, alcanzan la suma de $5.586.620.
2. Sin costas en esta instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los magistrados
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

   Magistrado

OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA    ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                                                                                                  Magistrada                                 Magistrada
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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